
 
“Por sentencia C-325 de 14 de septiembre de 2022, la Corte Constitucional declaro 

exequible el inciso 1° del artículo 56 de la Ley 2099 de 2021, “[p]or medio de la cual se 
dictan disposiciones para la transición energética, la dinamización del mercado energético, 
la reactivación económica del país y se dictan otras disposiciones”. 

1. La Sala Plena resolvió la demanda de inconstitucionalidad presentada contra el artículo 
56 de la Ley 2099 de 2021, en la cual se adujo que el Congreso de la República incurrió en 
un vicio de procedimiento en el trámite adelantado para su formación. El actor planteó el 
desconocimiento de los principios de publicidad y de consecutividad (Arts. 157.1 y 161 CP) 
por cuanto, sin haber sido publicado el texto definitivo que fue aprobado en segundo debate 
por la Cámara de Representantes en el proyecto de ley 365 de 2020 Senado - 565 de 2021 
Cá- mara, se procedió a conformar una comisión de conciliación y la misma ejerció su 
competencia sin tener certeza oficial o conocimiento real por algún otro medio alternativo, 
de la existencia y contenido de las discrepancias entre los textos aprobados por las plenarias. 
Agregó que el informe de conciliación fue aprobado por los demás congresistas sin tener 
elementos de publicidad oficial o alternos para evaluar el trabajo de los conciliadores y 
proceder a decidir razonablemente su voto. 

2. Adicionalmente, el demandante propuso dos cargos de fondo. El primero, relacionado 
con la vulneración a los principios constitucionales sobre el régimen tarifario de los 
servicios públicos (Arts. 365, 367 y 368 CP), debido a que la prohibición de trasladar a los 
usuarios en las facturas o por cualquier otro medio los costos de adquisición, instalación, 
mantenimiento y reparación los medidores inteligentes desconoce en las tarifas el criterio 
de recuperación de costos, lo que configura una gratuidad y un subsidio universal 
permanente para todos los usuarios del servicio de energía eléctrica que se opone a los 
principios de solidaridad, redistribución y eficacia económica. 

3. El segundo cargo lo basó en que el Legislador excedió su competencia de regulación 
(Arts. 113 y 150 CP) al incorporar arbitrariamente una prohibición absoluta de trasladar los 
costos de la medición inteligente a los usuarios, en detrimento del criterio de recuperación 
de costos, la libre actividad económica y la iniciativa privada. 

4. Como cuestiones previas a la solución del problema jurídico a resolver, la Corte 
Constitucional diferenció el alcance independiente de cada uno de los incisos que integran el 
artículo 56 de la Ley 2099 de 2021. Aunado a ello, identificó la configuración de la cosa 
juzgada absoluta y formal respecto del inciso segundo de la norma demandada, en tanto su 
declaratoria de inexequibilidad previa en la Sentencia C-186 de 2022 lo retiró del or- 
denamiento jurídico y los cargos de fondo que alegó el demandante son similares en 
argumentos al que se estudió en esa oportunidad. Lo anterior llevó a la Corte a declarar 
estarse a lo resuelto en la Sentencia C-186 de 

2022 respecto de la inexequibilidad del inciso 2° del artículo 56 de la Ley 2099 de 2021, 
y a delimitar el análisis de constitucionalidad al presunto vicio de trámite legislativo y sobre 
el inciso 1° de la norma demandada. 

5. De modo que la Sala Plena circunscribió el problema jurídico al siguiente: ¿se 
desconocieron los principios de publicidad y de consecutividad en el trámite legislativo del 
artículo 56 de la Ley 2099 de 2021, ante la tardía publicación oficial y la presunta falta de 
certeza real del texto aprobado en segundo debate por la plenaria de la Cámara de 
Representantes, al punto de afectar (i) la competencia para conformar la comisión de 
conciliación debido a presuntas dudas sobre la existencia de discrepancias; (ii) la integración 
y el trabajo adelantado por los  



conciliadores ante el supuesto desconocimiento de las divergencias; y, (iii) la debida 
conformación de la voluntad legislativa de las plenarias al momento de votar el informe de 
conciliación por carecer de elementos suficientes para evaluar la labor de los conciliadores y 
decidir razonablemente? 

6. La Sala Plena concluyó que en el trámite legislativo que dio origen al artículo 56 de la 
Ley 2099 de 2021, la tardía publicación oficial del texto aprobado en segundo debate en la 
plenaria de la Cámara de Representantes no incidió en la competencia para conformar la 
comisión de conciliación ni en el trabajo que adelantaron los conciliadores por cuanto se 
contó con el conocimiento previo y suficiente de la información para establecer las dis- 
crepancias entre los textos aprobados en las plenarias, sumado a que no se desconocieron los 
principios de consecutividad y de publicidad constitucional en sentido estricto porque el 
informe de conciliación fue publicado con un día de anterioridad a su deliberación y 
aprobación por las plenarias del Senado de la República y de la Cámara de Representantes, 
lo que permitió la debida conformación de la voluntad legislativa y el control ciudadano. 

7. Como fundamentos principales de la decisión, la Corte estableció los tres momentos 
relevantes del trámite de conciliación así: (i) la conformación e integración de la comisión 
de conciliación; (ii) la habilitación de competencia y trabajo de los conciliadores designados; 
y, (iii) la deliberación y aprobación del informe de conciliación. Precisó que en los dos 
primeros momentos lo que se debe garantizar es la publicidad que permita acceder y contar 
con la información e insumos necesarios para tener conocimiento real sobre la existencia de 
las discrepancias en los textos aprobados en las cámaras respecto de un proyecto de ley, y 
para que los conciliadores adquieran el conocimiento preciso, literal e integral de las 
divergencias para proceder a la unificación de los textos y a preparar el informe de 
conciliación. En tal sentido, no existe una obligación constitucional ni orgánica de realizar la 
publicación oficial de los textos aprobados por las plenarias para dar curso a la conformación, 
integración y funcionamiento de la comisión accidental de conciliación. En las dinámicas del 
Congreso esos textos se han venido publicado para generar transparencia, pero no constituye 
un requisito formal para convocar y habilitar la competencia de dicha comisión, y menos le 
es aplicable la regla de publicidad fijada en el artículo 157.1 de la Constitución. 

8. Luego de ello, explicó que es en el tercer momento donde surge la obligación de 
publicar -oficialmente o por mecanismos alternativos avalados- el informe de conciliación 
como mínimo con un día de anticipación a la consideración y aprobación en cada una de las 
plenarias, en tanto con ello se materializa el principio de publicidad constitucional en sentido 
estricto que consagra el inciso segundo del artículo 161 de la Constitución, que garantiza el 
pleno conocimiento y certeza de los congresistas sobre el texto sometido a deliberación y que 
será materia de votación, al igual que por parte de la ciudadanía. 

9. Al amparo de lo anterior, la Sala Plena verificó que si bien el texto aprobado en segundo 
debate por la plenaria de la Cámara de Representantes fue publicado en la Gaceta del 
Congreso No. 777 del 13 de julio de 

2021, previa constancia emitida el 9 de julio de 2021 por el Secretario General de esa 
célula legislativa, lo cierto es que para la conformación de la comisión de conciliación el 
Presidente de la Cámara de Representantes adquirió el conocimiento preciso, directo y real 
de las discrepancias en tanto (i.i) estuvo presente y fue el director del debate en las sesiones 
del 17 y 18 de junio de 2021; (i.ii) firmó la proposición de artículo nuevo que dio origen a la 
norma demandada; y, (i.iii) contó con la información necesaria para estimar que surgieron 
discrepancias entre los textos aprobados en segundo debate por las plenarias. 

10. Por su parte, el Presidente del Senado de la República adquirió el conocimiento real 
sobre la existencia de la discrepancia por la información que le fue suministrada por el 
Senador que obró como coordinador ponente, quien tenía la trazabilidad del proyecto de ley 



y además avaló las modificaciones que se introdujeron y aprobaron en Senado y Cámara, las 
cuales generaron las diferencias en los textos aprobados. 

La Corte también constató que los dos conciliadores designados fueron ponentes del 
proyecto de ley y tenían conocimiento de las proposiciones aprobadas en ambas plenarias. 
Además, el Secretario General de la Cámara de Representantes indicó que los conciliadores 
tuvieron acceso integral y literal a la información necesaria para adelantar su trabajo, es decir, 
contaron con los insumos para determinar el texto exacto que fue aprobado en el Cámara de 
Representantes y que generó las discrepancias. 

12. Finalmente, el principio de publicidad constitucional que es aplicable en sentido 
estricto a la etapa de deliberación y aprobación del informe de conciliación se cumplió a 
través del mecanismo oficial, esto es, mediante la publicación del informe de conciliación 
del 18 de junio de 2021, en las Gacetas del Congreso No. 699  y 709 del 19 de junio del 
mismo año. Significa que tal informe fue publicado un día antes de ser sometido a 
deliberación y votación en cada plenaria el 20 de junio de 2021, con lo cual se satisfizo la 
exigencia del artículo 

161 de la Constitución. De esta forma, la Sala evidenció el cumplimiento de los principios 
de publicidad y de consecutividad en este asunto”. (Corte Constitucional, Sentencia: 
Septiembre 14 de 2022 (C-325), Referencia: Exp. D-14438).


